PAGE  
3

DIVISION DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA
Al contestar refiérase 

al  oficio  No. 10653 
 11 de septiembre, 2007
                        




 DCA-3091

Ingeniero

Álvaro Rodríguez Aguilar

Director Ejecutivo a.i.

Instituto Nacional de Innovación y 

Transferencia en Tecnología Agropecuaria

300 mts. Sur de Canal 7, primer piso del MAG, antiguo Colegio La Salle

Estimado señor:

Asunto: 
Se autoriza al INTA la contratación directa del estudio de mercado de frutas de altura frescas y procesadas, cultivadas bajo manejo del cultivo en forma orgánica y con criterios de agricultura conservacionista y sostenible en la zona de Pacayas, Cartago, Proyecto Microcuenca Plantón-Pacayas, con la empresa Culturas y Desarrollo en Centroamérica,  por un monto de $38.700 y un plazo de cuatro meses.

Nos referimos a su oficio DE-INTA-294-07, complementado con el oficio sin número, éste último recibido el 10 de septiembre pasado, mediante los cuales solicita que se autorice la contratación directa de servicios para la elaboración del estudio de mercado de frutas de altura frescas y procesadas, cultivadas bajo manejo del cultivo en forma orgánica y con criterios de agricultura conservacionista y sostenible en la zona de Pacayas, Cartago, Proyecto Microcuenca Plantón-Pacayas, con la empresa Culturas y Desarrollo en Centroamérica,  por un monto de $38.700 y un plazo de cuatro meses.

I. Justificación de su solicitud:

El estudio de mercado en cuestión, tiene como objetivo determinar el potencial de comercialización nacional e internacional —específicamente en el Caribe— de cuatro frutas de altura, tanto frescas como procesadas, a saber ciruelo, naranjilla, tomate de palo y curuba. 

Dicho estudio, forma parte del proyecto que ese Instituto realiza en el cantón de Alvarado de la provincia de Cartago, denominado “Mejoramiento de los sistemas de producción agropecuario econ tecnologías compatibles con el ambiente, zona piloto de estudio Plantón-Pacayas, subcuenca del río Birris”.

De igual forma, el estudio de mercado a contratar forma parte del proyecto de investigación y desarrollo participativo en zonas de montaña de América Latina, que es financiado por el Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y Alimentaria (INIA) de España, el cual fue suscrito entre dicho país y Costa Rica, México, Ecuador y Perú.

Se alega que, es necesario contratar la realización del estudio de mercado en forma directa, dado que el factor tiempo ha sido el principal obstáculo del proyecto. Como parte de éste se realizó una encuesta-diagnóstico en abril del año 2006 a lo que seguía la realización del estudio que ahora nos ocupa. Sin embargo, éste no se pudo llevar a cabo en ese momento dado que el cambio de Gobierno hubo un traslado de la asesora legal del INTA al Despacho del Ministro de Agricultura, lo que ocasiono un vacío en esa área, con la consecuente pérdida de tiempo en la elaboración y revisión de los términos de referencia, así como en los trámites subsiguientes.

Adicionalmente a eso, se aduce que ahora es fundamental iniciar el estudio de mercado que permitirá tomar decisiones oportunas y precisas respecto al potencial de comercialización de las frutas, pero a la vez deberá desarrollarse simultáneamente la siembra piloto de los frutales. Hay que tomar en cuenta que esto conlleva una serie de actividades agrícolas previas a la siembra, las cuales no deben retrasarse para cumplir con las necesidades agroclimáticas y de manejo del cultivo.

Asimismo, señaló ese Instituto que en la actualidad se trabaja contra el tiempo, fundamentalmente porque el plazo del proyecto —financiado con fondos provenientes de una fuente extranjera— se encuentra en el último año de ejecución. El disponer de los resultados del estudio de mercado en este segundo semestre, permitiría solicitar una prórroga o extensión de dicho plazo ante el ente financiador y con ello, la posibilidad de que más agricultores sean incluidos en parcelas experimentales con cultivos alternativos.


En cuanto al proceso de selección del contratista, se indicó que se realizó una preselección a partir de una invitación que se cursara a empresas con experiencia en temas relacionados con el agro. Con ese propósito se preparó un primer borrador de los términos de referencia, elaborado por el Área de Manejo Integrado de Cultivos, el cual fue aprobado por personeros del Departamento de Planificación, el Departamento de Transferencia y el Coordinador del proyecto Plantón-Pacayas, con la colaboración de la Secretaría de Planificación Sectorial Agropecuaria del MAG.


Luego del proceso de preselección, se llegó a la conclusión de que tanto en función de requisitos académicos, técnicos y económicos, el oferente idóneo resulta ser la empresa Culturas y Desarrollo de Centroamérica (CUDECA), con la cual proponen que se realice la contratación directa.

II.-Criterio del Despacho:

En el caso particular, el objeto contractual se refiere a un estudio de mercado que le permitirá al INTA continuar con el desarrollo del proyecto denominado “Mejoramiento de los sistemas de producción agropecuario econ tecnologías compatibles con el ambiente, zona piloto de estudio Plantón-Pacayas, subcuenca del río Birris”.

Dicho estudio de mercado, tiene una estimación —basada en la preselección que se hizo del potencial contratista, que permitió la comparación de precios— igual a la suma de $38.700, que al tipo de cambio de referencia del Banco Central de Costa Rica para la venta de dólar del día de hoy —a saber ¢520.72—, da un monto de ¢20.151.864.

De conformidad con la resolución R-CO-7-2007, publicada en La Gaceta N° 43 del 1° de marzo de 2007, el INTA se encuentra ubicado en el estrato H de la clasificación de las entidades públicas según su presupuesto aprobado para la compra de bienes y servicios no personales. Esto significa que, la citada contratación debió promoverse, por la vía ordinaria, por medio de un procedimiento de licitación abreviada, no de licitación pública.
    

Ello supone además, que el análisis del asunto es un poco más flexible porque evidentemente los requisitos entre un procedimiento y otro son más rigurosos en el caso de la licitación pública que en el de la licitación abreviada, que sería el procedimiento a obviar en este caso.

Así las cosas, resulta de mucha importancia en nuestro análisis que en la práctica para presentar la solicitud que ahora conocemos, el INTA procedió a realizar todo un proceso de “preselección” del potencial contratista para lo cual preparó unos “términos de referencia” que, para nuestros efectos, fungen como el cartel del procedimiento. De igual forma,  invitó a participar a cuatro potenciales oferentes:  la empresa CUDECA, el Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas de la UCR, el Instituto Centroamericano de Administración  Pública y el Centro de Investigaciones en Economía Agrícola y Desarrollo Agroempresarial. En esa invitación, se dieron 12 días hábiles para presentar las ofertas.

Pese a que los dos institutos invitados declinaron, se recibieron dos ofertas que fueron que debidamente analizadas desde el punto de vista técnico, curricular y económico. Inclusive se dio un plazo de 15 días hábiles, a nuestro juicio muy prudencial, para presentar aclaraciones a los términos de sus propuestas.

Todo lo anterior refleja que, aunque ese proceso de preselección no se realizó utilizando las formalidades que establecen la Ley de Contratación Administrativa y su nuevo Reglamento, materialmente sí se cumplió con los principales elementos que constituyen las garantías que se le aseguran a los administrado a través de un procedimiento de licitación abreviado: la elaboración de un cartel, la invitación a por lo menos tres potenciales interesados, la fijación de un plazo corto pero prudencial para recibir ofertas y la posibilidad de objetar el cartel o recurrir el acto de adjudicación. Aun cuando respecto a estos últimos elementos no hay constancia alguna de que se hayan propiciado formalmente, en este caso por si solo ese aspecto no hace arbitraria la decisión del INTA dado que suponemos que el interés inmerso en la contratación posibilitó un acercamiento de las partes en el proceso de selección del contratista.

Asimismo, el procedimiento que llevó a cabo la institución, le permitió evaluar propuestas a partir de parámetros técnicos, objetivos y que inclusive le permitieron comparar económicamente varias posibilidades.

De acuerdo con esto, en nuestro criterio dado que en la práctica se cumplió con la mayoría de requisitos del procedimiento ordinario que correspondía efectuar, aunque éste no se realizó formalmente como tal, es dable autorizar que se contrate directamente con la empresa CUDECA, la cual fue seleccionada en concordancia con parámetros objetivos y luego de un proceso comparativo razonado y estructurado técnicamente.

A partir de esto, encontramos que existe suficiente sustento fáctico y jurídico para entender que, una vez que se llevó a cabo ese proceso “informal” de preselección del contratista, su contratación directa en esta fase del proyecto denominado “Mejoramiento de los sistemas de producción agropecuario econ tecnologías compatibles con el ambiente, zona piloto de estudio Plantón-Pacayas, subcuenca del río Birris” resulta ser la mejor vía para alcanzar la debida satisfacción del interés general e incluso para evitar la lesión al interés público aquí inmerso.

No debe olvidarse que, de no llevarse a cabo el estudio de mercadeo que se pretende contratar, el financiamiento del todo el proyecto puede llegar a su fin, con lo cual los objetivos inicialmente planteados se truncarían, con la consecuente pérdida a nivel del apoyo a los agricultores involucrados y a nivel de la inversión que se ha hecho en cuento a tiempo, recurso humano y recursos económicos utilizados.

En definitiva, si bien la dilación en los procesos de contratación producto de los atrasos y obstáculos que se generan en la función administrativa con algún grado de frecuencia y normalidad, no eximen por si solos del deber de utilizar los procedimientos ordinarios de contratación que correspondan, en la especie, han debido sopesarse elementos tales como que el procedimiento de preselección que ya se llevó a cabo, la especial situación de que lo procedente era una licitación abreviada y la necesidad de evitar que se pierda el financiamiento de todo el proyecto que se encuentra en una etapa de cierto avance. Tan importante como esto, resulta ser también que se dieron garantías que aseguran una decisión objetiva adoptada luego de un proceso de valoración de varias posibilidades dada la consulta e invitación que se le hizo a empresas especializadas.

III.Condiciones bajo las que se otorga la autorización


De acuerdo con lo anterior, esta Contraloría General extiende la autorización según las siguientes condiciones:

1) La autorización se otorga con fundamento en el artículo 2 bis, inciso c), de la Ley de la Contratación Administrativa y el artículo 138 de su Reglamento.
2)  Se autoriza la contratación directa de la empresa CUDECA para la elaboración de un estudio de mercadeo sobre la comercialización nacional y en la región Caribe de frutas de altura frescas y procesadas, cultivadas bajo manejo del cultivo en forma orgánica y con criterios de agricultura conservacionista y sostenible en la zona de Pacayas, Cartago, como parte del Proyecto Microcuenca Plantón-Pacayas.
3) La contratación directa se autoriza por un monto de $38.700 y un plazo de cuatro meses.
4) Deberá existir el contenido presupuestario suficiente para hacerle frente a esta contratación.

5) La presente autorización rige a partir de la notificación del presente oficio.

6) La presente contratación está excluida del refrendo contralor, de conformidad con los límites vigentes según la resolución R-CO-7-2007.
Atentamente,

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas



Licda. Ana Marcela Palma Segura

       Gerente de División





Fiscalizadora 

AMPS/mst

Ci:  Archivo Central

NI: 17602, 18410

G: 2007003937-1
� Para las instituciones ubicadas en el estrato H, la licitación abreviada procede en contrataciones iguales o mayores a ¢3.550.000.00 y hasta menos de ¢35.500.000.00, en tanto la licitación pública debe utilizarse para contrataciones iguales o mayores a ¢35.500.000.00, según lo dispuesto en la resolución R-CO-7-2007 ya mencionada.





